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Panamá, 13 de septiembre de 2024
Nota C-'186-24

Capitán

Rafael E. Bárcenas Chiari
Director General
Autoridad Aeronáutica Civil
Ciudad.

Ref.: Contrato de Obra N0.009/2017, pala el "Estudlo, diseño, construcción de la nueva Torre de Control

en el Aeródrono Cap. AIex H. Bosquez, Calzada Larga, provincia de Pánamá". Acto Público

N0,201 7-1 -38-&08-LP-0081 32.

Señor Director Generalr

Atendiendo a la atribución consagrada en el numeral 5 del artículo 220 de la Constitución Política de Ia

República y lo dispuesto en el numeral 1 del artículo 6 de la Ley N0.38 de 3'l de julio de 2000, Orgánica de

la Procuraduria de la Administración, se da respuesta al escrito AAC-N0TA-2024-3661 de 30 de agoslo de

2024, mediante el cual eleva formal consulta en los siguientes términos:

" ...solicttamos, que nos dicte su criterio jur¡dico y nos exprese s¡ es legal cont¡nuar con

el pago de ta liquídacíón, según Io convenido con la empresa BCN DISTRIBUCIÓN

iNC., o se hace necesar¡o acudi a las autoridades jud¡c¡ales, a fin de minimizar las

supuesfas les¡ones patr¡mon¡ales que pueda estar sufr¡endo el Estado a través del
pago, sin que la lnstituc¡ón haya rec¡bido la contraprestación o el Cumplimiento del
Objeto del Contrato, con base en /o suscn'to pot anbas Partes, y de esta manerc la

Autoridad Aeronáut¡ca C¡vil, apagado a las ,ormas vlgenfes g arcntiza la transparencia
y la objetividad que debe ¡nperar en la Adninistrac¡ón Públ¡ca del país.'

Esta Procuraduría debe inicialmente señalar, que el artículo 2 de la Ley N0.38 de 2000, señala que sus

actuaciones "...se extienden al ámbito jurídico adninistrativo del Estado, excluyendo las funciones
jurisdiccionales, legislativas y en general, las compefencias espec,a les que tengan ofros organismos
oficiales", condición excepcional que se configura en el casoque ocupa a este Despacho; todavezquelo
solicitado en esta ocasión y términos requer¡dos, guarda relac¡ón con la leqalidad de actos administ rat¡vos

materializados , en materia de contratación pública, por lo que entrar a conocer respecto de los mismos,
podria implicarel rebasar los límites impuestos en la Ley, y const¡tuir un pronunciamiento prejudicial en torno
a materias cuya competencia corresponde exclusivamente a la Corte Suprema de Justicia, conforme lo

expuesto en el artículo 206 de la Constitución Política y el numeral 5 del articulo 97 del Código Judicial.

En similar sentido, los términos en que ha presentado su escrito, versan sobre un tema relacionado con

contrataciones públicas, por lo que el organismo oficial con competencia y funciones especiales, para
"regular, interpretar, fiscalizar y asesorar en los procedimientos de selección de contratista que realicen las
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lnsflfuclones esfafa/es", lo constituye la Dirección General de Contrataciones Públicas (DGCP), en virtud del

artículo 1 y 10.1 del Texto Unico de la Ley N0.22 de 2006, ordenado por la Ley N0,48 de 201 1.

No obstante, ante el criterio juridico exteriorizado la consulta, que apunta un presunto abandono del proyecto

y "supuestas /esio nes patrinoniales", este Despacho considera que, pudiendo estar frente a posibles delitos,

los funcionarios públicos están obligados a denunciar los potenciales actos ilícitos y/o delictivos, de los que

tuvieren conocimiento con motivo, o en ocasión de sus funciones, y que pudieran causar perjuicios a la
lnstitución, en virtud de lo dispuesto en el aliculo 18 de la Constitución Nacional, el articulo 1996 del Código

Judicial, el articulo 83 del Código Procesal Penal, el articulo 65 de la Ley N0.38 de 2000, y el articulo 29 del

Decreto Ejecutivo No.246 de 2004.

o Cuestión previa:

A diferencia de la consulta formulada en el documento ACC-N0TA-2024-3574 de 23 de agosto de 2024, que

versa sobre la interposición de una denuncia ante las autoridades conespondientes, con el fin de determinar

la posible existencia de una lesión patrimonial y peculado, en perjuicio de la Autoridad Aeronáutica Civil, y

requieren el concepto juridico de este Despacho en cuanto a"cómo debe afrontar lo ocunido, la Autoridad
Aeronáutica Civil, dentro de la ejecución del Contrato N0.015-2021 y que actuaciones, dentro del marco de

la legalidad, recomienda debe realizar esta entidad ante esa sifuaclón"; en esta oportunidad, la presente

atiende entre otras cosas a: "si es lega/ confin uar con el pago de la liquidación, según /o convenido con

la empresa 8CN D/SIR/BUCIÓiV llVC., o se hace necesara acudir a las autoridades judicíales, a fin de

minimizar las supuesfas lesiones patrimoniales que pueda estar sufriendo el Estado a través del pago, sin
que la lnstilución haya recibido la contraprestación o el Cumplimiento del Objeto del Contrato". (Lo resaltado

es del Despacho)

En cuanto a lo solicitado, es decir a la "legalidad de continuar con el pago de la liquidación" , a la que
podría haber lugar'según lo convenido con la empresa BCN DISIR/BUCION /NC.', concerniente al

cumplimiento del objeto contractual, debemos señalar, que no le es dable a esta Procuraduria, emitir un

criteio al respecto, tomando en consideración que es competencia privativa de la Sala Tercera de lo

Contencioso Administrativo y Laboral de la Corte Suprema de Justicia, conocer de las cuestiones suscitadas

con motivo de la celebración, cumplimiento o extinción de los contratos adminislrativosl,

Se procede, respecto de las otras cuestiones .luridicas consultadas, a expresarle nuestras consideraciones
de manera objetiva, en los siguientes términos:

Sustento jurídico de la Procuraduría de la Administracióna

l. De la Presunción de Leoalidad de los Actos Administrativos.

El articulo 15 del Código Civil consagra el principio de presunción de legalidad de los actos administrativos,
en concordancia con el articulo 46 de la Ley N0.38 de 2000, el cual profesa que "las órdenes y demás actos

1 Cfr. numeral 5 del articulo 97 del Código Judicial

Ahora bien, en esta ocasión, a manera de docencia, objetiva y general; se ilustra sobre la normativa aplicable.

En ese sentido, el presente razonamíento orientativo, no conslituye un pronunciamiento de fondo o un criterio
jurídico concluyente que determine una posición vinculante.
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en firme del Gobierno Central o de las entidades descentralizadas de carácter individual, tienen fueza
obligatoria inmediata, y serán aplicados mientras sus efectos no sean suspendidos, no se declaren
contrarios a la Constitución Política, a la ley o a los reglamentos generales por los tribunales
competentes."

La aplicación de este principio ha sido determinada por la Sala Tercera de lo Contencioso Administrativo y

Laboral de la Corte Suprema de Justicia, en Sentencia de 12 de noviembre de 2008, a saber:

"Dentro del narco exphutivo del negocio juridin que se ventila, huelga ¡ndicar en

cuanto al pincipto de legalidad de los actos admlnrsfratlvos se refiere, llamado así por
la doctrina adn¡n¡strat¡va, se asurne que, todo acto emanado de quien ostenta la

cal¡dad de funcionar¡o y dictado en ejercício de sus atnbuclones, flen e validez y el¡cacia
jur¡dica hasta tanto autoñdad conpetente no declare lo contrario; en consecuenc,a, es
hasta ese nomento que reviste de legal¡dad y obliga los actos proleidos por autoridad
competente para ello;

Dicha sentencia fue emitida por la Corte Suprema de Justicia, en el ejercicio de las facultades

constitucionales y legales que le atribuyen el artículo 206 de la Constitución Política de la República de

Panamá y el artículo 97 del Código Judicial, que a la letra disponen:

'Artículo N6. La Coie Suprema de Justic¡a tendrá, entre sus af¡ibuciones
constitucionalx y legales, /as s/guientesi

La jurisdicción contencioso-adm¡nistrat¡va respecto de /os ácfos, omlsiones,
preslac¡ón defectuosa o deficiente de ios serviclos públicos, resoluc¡ones,

órdenes o disposiciones que ejealen, adopten, expidan o en que ¡ncunan en

ejercíc¡o de sus functones o prebrtando ejercerlas, los func¡onar¡os públ¡cos y
autoridades nac¡onales, provinctales, nun¡cipales y de las entidades públicas

autónonas o sem¡autónonas. A tal f¡n, la Coñe Suüema de Justic¡a con

audienc¡a del Prccurador de la Adnin¡stración, Ndrá anular ,os acfos
acusados de ilegalidad: restablecer el derecho paftiwlat violado; estatui
nuevas disposicones en reemplazo de las ¡npugnadas y pronunciarce

Nejudicialnente ecerca del sentido y alcance de un acto administ¡ativo o
de su valor legal.

(Lo resaltado es del Despacho)

"Artículo 97. A la Sala Tercera le están atribuidos /os procesos que se originen por
aclos, omrsiones, presfaciones defecluosas o deficientes de /os serydores púólicos,

reso/uciones, órdenes o d/Spos,b,bnes que ejecuten, adopten, expidan o en que

incurran en ejercicio de sus funciones o prebrtando ejerce as, los func¡ona os
públicos o autoridades nacionales, prov¡nc¡ales, municipales y de las ent¡dades
públicas autónomas o sen¡autónomas.

2

En conseuencia, la Sala Tercera conocerá en mateia admini§rativa de lo s¡guiente

Es decir, en términos generales, mientras los actos administrativos no sean declarados contrarios a la
Constitución y la ley oor autoridad competente para ello, deben ser considerados válidos y, por tanto. su

aplicación es obliqatoria.
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De ,os decrefos, ódenes, rcsoluciones o cua,esguiera actos, sean
genereles o individuales, en nateria adninisfiativa, gue se acusen de
ilegalidad;

(Lo resaltado es del Despacho)

Visto lo anterior, debe manifestarse que la presunción de legalidad de los actos admin¡strativos de carácter
general o particular no es absoluta, al existir pronunciamientos de la Sala Tercera de lo Contencioso

Administrativo y Laboral de la Corte Suprema de Justicia en tal sentido, de entre los cuales, se cita la
Sentencia de 30 de diciembre de 201 1, que señala:

"Al efecto, la Sala debe manifestar que en nuestro ordenan¡ento juridico rige el
pr¡nc¡p¡o de.presunc¡ón de legalidad' de los actos adnin¡strat¡vos, según elcual, *tos
se presumen legales o válidos, de modo que, quien afirme su ilegalidad, debe probarla
plenamente (Cfr. añ. 15 del Codigo Civlr. Sobre este conoc¡do pr¡ncip¡1, el profesor y
tratadisfa José Roóerto Dromi n$ ¡lustra de la stguiente forna:

"La presunción de legal¡dad no es un medio de prueba; atañe a la carga de la prueba

y fia una regla de ¡nversión de la carya de la prueba. Ante actos absolutanente nulos,

no hace falta acred¡tar la ¡legit¡n¡dad, porque ellos no tienen presunc¡ón de legit¡n¡dad.

El princip¡o de presunc¡ón de legal¡dad de los actos admin¡strativos no sign¡t¡ca un valor

abso/uto, menos aún indiscutible, pues por eso se la calilica como prcsunción. La
presunaón de legitinidad es relativa y formalmente aparente. La presunc¡ón de

legitimidad de que goza el acto admin¡strat¡vo de que fue en¡t¡do conforne a derccho,

no es absoluta, s¡no sinple, pudiendo ser desviiuada por el interesado, denostrando
que el acto contov¡eñe el orden juríd¡co.'

(DROMI, José Robetto. Citado por PENAGOS, Guslavo. El acto adm¡nistrativo. Tomo

l. Ediciones Librería delProfesional. 5' Edic¡on. Santa Fe de Wotá. 1992. pá9. 266).'

ll. De la Ley N0,38 de 31 de iulio de 2000, "Que eba el Estatuto Oroánico de la Procuraduría de la
Administración, requla el Procedimiento Administrativo General dicta otras di ronesS 00sr

'Artículo 36. Ningitn acto podrá enitirce o celebrarse con infraccián de una
noma juridica vigente, aunque éste provenga de la m¡sma auto dad que d¡de o
celebre el aclo respectivo. Ninguna autoridad podrá celebnr o emitir un acto para el
cual carczca de conpetencia de acuerdo con la ley o lw reglamentos."
(Lo resaltado es del Despacho),

'Artículo 201 . Los sigu¡entes térninos ut¡lizados en esfa Ley y s us reglanentos, deben

ser entendidos conforme este glosario:

31. Debido proceso legal. Cumpl¡m¡ento de /os requlsfos constitucionales y
legales en mater¡a de proced¡m¡ento, que incluye los presupuesfos sera/ados
en el añ¡culo 32 de la Const¡tución Polít¡ca: el derecho a ser juzgado conforme
a los Uámites legeles (dar el derecho a aud¡encia o ser oído a /as pafes
,nferesadas, el derecho a recuni) y el derecho a no set juzgado más de una
vez pü la misma causa penal, policiva, d¡sciplinaria o admin¡strat¡va.'

(Lo resaltado es del Despacho)

En el ámbito administrativo, los articulos 36 y 201, numeral 31, de la Ley N0.38 de 31 de julio de 2000,ut
supra, en su condición de lex generalis, en concordancia con el Texto Fundamental y la jurisprudencia



nac¡onal, abordan el debido proceso como una garantía juridica conforme la cual, ningún acto administrativo
puede realizarse en detrimento de la norma jurídica, en cuanto, entre otros, a Ia competencia de la autoridad

administrativa y a los trámites realizados.

Es decir, las normas aniba transcritas (artículo 36), convoca y llama al cumplimiento de los principios

cardinales de Competencia y Prohibición de Trámites, contenidos intrínsecamente en el ya citado articulo 18

constitucional (Principio de Legalidad).

Una vez más, el artículo 18 de la Carta Magna, consagra que "Los parficulares só/o son responsab/es anle

las autoridades por infracción de la Constitución o de la Ley. Los sentidores públicos /o son por esas mismas

causas y también por extralimitación de funciones o por omísión en el ejercicio de éslas".

De este precepto constitucional, surge el principio de estricta legalidad que ha de regir las actuaciones de

los funcionarios públicos, previamente abordado en esta consulta, y el deber de defender el patrimonio

nacional, denunciando un hecho que se considere un delito perseguible de oficio.

Ello, se encuentra desarrollado en el artículo 1996 del Código Judicial y articulo 83 del Cód¡go Procesal

Penal, que son del siguiente lenor:

'A¡ticulo 1996. Todo empleado público que en el ejercicio de sus funciones
descubra de cualquier nodo que se ha cometido un delito de aquéllos en que deba
procederse de oficio, pasará o pronoverá gue se pasen todos /os datos gue sean

conducentes y lo denunc¡ará ante la autor¡dad conpetente, para que se proceda al
juzgamiento del culpable o culpables.'
(Lo resaltado es del Despacho)

.Artículo 
83. )bligac¡ón de denunc¡ar. Tienen obligación de denuncia¡ acerca de los

defios de acción penal públ¡ca, que en el ejercicio de sus funclones o en ocasión de

estas, //egasen a su conocimiento:

L Los funcionarios públicos, en ros ñechos gue conozcan en ejercbio de
sus funcrbrras.

..," (Lo resaltado es del Despacho)

En adición a todo lo anterior, el Código Uniforme de Ética de los Servidores Públicos que laboran en las

entidades del Gobierno Central, dictado por el Decreto Ejecutivo N0.246 de '15 de diciembre de 2004,

dispone:

'Articulo 29: Obligación de Denunciar. El seruidor público debe denunciar ante su
superior o ante las autoridades correspond¡entes, aguel/os acfos de los que tuviera
conocimiento con notivo o en ocasión del ejercicio de sus funciones y que pudieran

causar perjuicios al Estado o const¡tui ún dehto o v¡olac¡ones a cualqu¡era de las
disposicones contenidas en el presente Código.'

En torno al deber de denunciar que mantiene todo servidor público, el Pleno de la Corte Suprema de Justicia,
en Sentencia de 13 de junio de 2003, expresa que su contravención se configura como un delito de
incumplimiento de deberes de servidor público, así:
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lll. De la obliqación de denunciar de los funcionarios públicos.
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'...los e/emenfos configurativos del t¡po penal del delito de ¡ncumplimiento de los
deberes inherentes a /os servidores púbrbos son:

a. Que el sujeto adivo sea un funcionario público;
b. Que elfuncionario públ¡co rchúse, om¡te o rctañe elcumpl¡miento de algún acto

inherente a sus func¡ones:

c Que esa conducla omisiva se rcalice ¡ndebidanente; y
d. Que la conducfa om¡s¡va no esté sancionada por otra norna penal'.

Las modalidades delictivas están determinadas por los verbos rectores rehusat omitir
o retardar. Cono señala la doctrina, el rehusar' consiste en negarce a hacer algo;
'omith', es no hacer y 'retardel, es no hacer algo a su dehido tiempo.

La conducta omisiva del autor de esle dello (expresada en cada una de osfas lres
modalidades), debe refeñts,e necesañamente a algún ado inhüente o propio de las
func¡ones del sev¡dot público que lo omite.

Conforme al tercer elenento, esa conducta omis¡va del funcionano público debe
real¡zarse indeb¡danente,lo que equ¡vale a decit: ilegalmente, ¡lícttamente.'La on¡s¡ón
deber ser ilegalmente cometida. En este punto la función de la palabra (refíriéndose a

¡legalmente) es la de marcar a un tienpo el contenido objet¡vo y el subjet¡vo de la
acción. Debe tratarse de una ¡legal¡dad; es dech, la omisión debe ser nalic¡osa...
Debiendo referirse la om¡sión a alguno o a/gunos de /os actos g ue el func¡onar¡o deberá
ejecutar, el delito queda consunado cuando en considerac¡ón a ese acto debido pueda

aÍirmarse que ha sido dolosamente omttido, retardado o que habiendo mediado, pedido

o ¡nterpelac¡ón el func¡onaio ha rehusado cumpl¡rlo'. (SOLER, Sebast¡án. Derecho
Penal Argent¡no. 4' ed., T.V., actualizado por Manuel A. Bayala Basombrio, Buenos
Aies, Argent¡na, 1988, p.190). Fallo de 26de junio de 1995: R.J. junio, 1995, pá9.20ü
202' (Lo resaltado es del Despacho)

En términos generales, ya no sólo referido a los funcionarios públicos, la Ley de Procedimiento Administrativo
General, en su articulo 65, establece la obligación de todo ciudadano panameño y extranjero residente en

Panamá, de denunciar la comisión de hechos que lesionen el interés público y de actos ilícitos. Así:

'Arúculo 65. S¡n peiuicio de lo establecido en el añículo anterior, cualquiet pe§ona
debe denunciar, ante cualqu¡er entidad pública, la conisión de hechos que afecten o

lesionen el interés público, o la realizac¡ón de actos ilícitos cuyo conoc¡miento
corresponda a aquélla, sin que el denunciante se encuentre obligado a comTobar los
hechos denunciados. Esta denuncia podrá üesentarse de nanera verbal o escrta,
mediante telegrcma, fax u otro nedio idóneo, con la condie¡ón de que el denunc¡ante
se ident¡l¡que debidamente.

Constituye un deber de todo ciudadano panameño o extanjero res¡dente en el país,

denunciar la comisión de hecáos o ácfos que les¡onen el inteÉs público o que violen
las normas jurídicas vigentes.

Queda a salvo la rcsponsabilidad penal en que pueda incurri el denunc¡ante en caso
de falsedad en la denurcla. " (Lo resaltado es del Despacho)

En este sentido, se desprende que, en el caso de aquellos delitos perseguibles de oficio, los funcionarios
públ¡cos están obligados a denunciar los posibles actos ilícitos y/o delictivos, de los que tuvieren
conocimiento con motivo, o en ocasión de sus funciones, y que pudieran causar perjuicios a la institución.



lV De la Ley de Contratación Pública.

El Texto Únicoz de la Ley N0.22 de 20063, ordenado por la Ley N0.48 de 20'l la, vigente al momento de inicio

de Ia Licitación Pública mayor a B/.175,000.00, identificada bajo el N0,2017-1-38-0-08-LP-008132, para el
"Estudlo, diseñ0, construcción de la nueva Torre de Control en el Aeródromo Cap. Alex H. Bosquez, Calzada
Larga, provincia de Panamá", estipula:

'Aflículo 1. Ámbito de aplicación. Esta Ley estabtece las regtas y tos pnncpros báslcos
de obligator¡a obseNancia que rcgirán los contratos públicos que rcal¡cen el Gobierno

Central, las entidades aLlónomas y semiautónomas, los nunic¡pios, la Caja de Seguro
Soc¡al, los intermed¡ar¡os financieros y las soc¡edades anóninas en las que el ktado
sea propietano del 51% o más de sus acciones o patrimonio, asi como /os que se
efedúen con fondos públicw o bienes nac¡onales para:

1. La adquisición o affendam¡ento de bienes por pañe delEstado.
2. La ejecuc¡ón de obras públicas.

3. La dispos¡ción de bienes del Estado, incluyendo su anendamiento.
4. La prestac¡ón de seryiclos.

5. La operación o admin¡stración de bienes.
6. Las conceslones o cualquiet otro contrato no regulado por ley especial.

En el artículo ut supra, que demarca el ámbito de aplicación de Ia Ley de Contratación Pública, se observa
que abarca lo relacionado a los contratos de obra (Conkato de Obra No.009/2017), suscritos por el Gobiemo

Central (Autoridad Aeronáutica Civil), por lo que corresponde examinar las competencias y funcionalidades

especiales que mantiene la Dirección General de Contrataciones Públicas, asi como su creación constitutiva,
mediante el derecho positivo.

De acuerdo al primer párrafo del articulo 9 ibidem, la Dirección General de Contrataciones Públicas es una
"entidad autónoma, con patrinonio ptop¡l, personería jurídica, autonomía en su rég¡men ¡nterno e
independencia en el ejercicio de sus funcloneg que tendrá facultad para regular, interpretar, fiscalizar y
asesorar en los procedimientos de se/ección de contratista que realicen /as lnsffuclones esfafa/es, sujela a
ta fiscatización de la Contratoria General de ta República y a tas polítícas del Órgano Ejecutivo, para lo cual
el enlace será el Ministeio de Economía y Finanzas.

Las funciones específicas de la Dirección General de Contrataciones Públicas (DGCP), se encuentran en el

artículo '10 ibídem, entre las cuales, para efectos de esta consulta, destacan las contenidas en los numerales
1,2 y 3, hanscritos a continuación:

"A¡tículo 10. Competencta. Son funcíones de la Dirección General de Contratac¡ones
Públ,cas las s,gu,enfes:
1. Abso,vet les consultas en mateÍia de inplementación y aplicación de le

presente Ley.
2. Dicfar actos admínistrativos que garanticen Ia aplícación de esta Ley y su

reglamento, y que pos¡b¡liten el func¡onan¡ento de Ia Dirección y su interrelac¡ón
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2 Publicado en Gaceta Oficial N0.26829 de 15 de junio de 2011.
3 Ley N0.22 de 27 de junio de 2006, " Que regula la Contratac¡ón Pública y d¡cta otra disposición". Publicada en la caceta Of¡cial
N0,25576 de 28 de lunio de 2006.
a Ley N0,48 de 10 de mayo de 2011, "Oue retomalaLey 22de 2006, que regula la Contratación Pública, y dicta otra dispos¡c¡ón".
Gaceta Ofic¡al N0.26782 de '11 de mayo de 2011.
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con los demás organ smos.

3. Asesorar a las entidades públicas en la planifrcacion y gxtión de sus procesos

de contataciones.
..." (Lo resaltado es dei Despacho)

En part icular destaca la competencia orivat¡va, otorqada a la Dirección General de Contrataciones Públicas
(DGCP), en lo relativo a las consultas y asesorias concernientes a la im olementación v aolicación de Lev de

Contrataciones Públicas y a las dislintas entidades estatales que acudan ante ella, lo cual no permite que

esta Procuraduría abordar la materia objeto de su consulta

Ahora bien, esta Procuraduria est¡ma prudente aclarar que lo esbozado sobre este tópico jurídico-

administrativo, resulta consecuente con lo expuesto en consultas previas, respecto a la competencia especial

otorgada a la Dirección General de Contrataciones Públicas, para efectos de la implementación y aplicación

de la Ley de Contratación Pública. Verbi gratia, se cita la Consulta C-1 19-19 del 15 de noviembre de 20'19,

en la cual se maniriesta lo s¡gu¡ente:

"En rclac¡ón al tena obkto de su consulta, debenos expresarle que la nofinativa
referente e contrataciones públicas, confiere competencia a la Dirección General
de Contetaciones Publicas (DGCP), paru absolvet las consurfas relatives e la
irnplementación y aplicación de dicha mate a, cono se señala en el numeral 1 del
aftículo 12 del Texto Unico de la Ley N0.22 de 27 de jun¡o de 2006, ordenado por la
Ley No.61 de 2017".
(Lo resaltado es del Despacho)

De esta manera se da respuesta a su solicitud, reiterándole que la opinión aqui vertida, no constituye un
pronunciamiento de fondo, o un criterio concluyente que determ¡ne una posición vinculante, en cuanto a lo
consultado.

Atentamente,

Procurador de la Administración
§
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L¡cenciado

Abdel Martínez Esp¡nosa
Subd¡rector General
Autoridad Aeronáut¡ca Civil
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